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Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa Cabán, la Juez 

Nieves Figueroa y el Juez Salgado Schwarz.  
 

Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 8 de julio de 2019. 

 Comparece ante nosotros Correctional Health Services Corp. 

(en adelante “apelante”), mediante recurso de apelación.  Solicita la 

revocación de la Sentencia Parcial a través de la cual el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Ponce (en adelante “TPI”), ordenó la 

paralización de los procedimientos únicamente en cuanto al 

Departamento de Corrección y Rehabilitación (en adelante 

“Corrección”) en virtud de la petición de quiebra del Gobierno bajo 

el Titulo III del Puerto Rico Oversight, Management, and Economic 

Stability Act (en adelante “PROMESA”), 48 USC sec. 2101 et seq. 

 Examinados los escritos presentados, así como el derecho 

aplicable, acordamos revocar la Sentencia Parcial apelada y ordenar 

el archivo de la totalidad del pleito. 

 

 

                                                 
1 Mediante Resolución del 25 de abril de 2019 se acogió este recurso como 

apelación. 
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I. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que, el 5 de 

septiembre de 2017, el señor Manuel Antonio Ortiz Morla (en 

adelante “señor Ortiz”) presentó una Demanda sobre daños y 

perjuicios contra el Gobierno de Puerto Rico, Corrección y la 

apelante.  Alegó, en síntesis, falta de tratamiento adecuado para su 

condición oftálmica.  Adujo que, como consecuencia de una cirugía 

que le fue realizada, ha perdido visión y que no ha sido seguido 

posteriormente en la clínica de oftalmología para el adecuado 

manejo de su condición.  Por ello, solicitó una indemnización no 

menor de $300,000.00. 

 Luego de varios trámites procesales, el 13 de septiembre de 

2018, Corrección presentó un Aviso de Paralización de los 

Procedimientos por Virtud de la Presentación de la Petición Sometida 

por el Gobierno de Puerto Rico bajo el Título III de PROMESA.  Toda 

vez que los hechos alegados en la Demanda ocurrieron previo a la 

radicación de la petición de quiebra del Gobierno, Corrección solicitó 

la paralización de los procedimientos en su contra.  Por su parte, el 

21 de septiembre de 2018, la apelante presentó una moción 

solicitando que, de concederse la paralización solicitada por 

Corrección, la misma fuese sobre la totalidad del pleito debido a la 

relación existente entre ella y Corrección. 

 Así las cosas, el 11 de marzo de 2019, notificada y archivada 

en autos en la misma fecha, el TPI dictó la Sentencia Parcial apelada.  

Concluyó, en lo pertinente, lo siguiente: 

Por lo tanto, la presentación de la petición hecha bajo 
el Título III de la Ley Promesa, en la corte de distrito 
federal, no beneficia a otros demandados que pudieran 

responderle al demandante, salvo aquellas excepciones 
establecidas en el caso de Peerles Oil v. Hnos. Torres 
Pérez, supra, a la página 259-260. La relación 
contractual entre Correctional Health Services, Corp., 

persona jurídica privada con capacidad para demandar 
y ser demandada, con el Gobierno se rige por los 
términos del contrato suscrito entre ambos 

independientemente de que este haya sido suscrito para 
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cumplir con una transacción judicial de la cual 
Correctional no fue parte. Cualquier incumplimiento del 

Gobierno con Correctional podría ventilarse en su día 
en el proceso bajo el Título III de PROMESA. 

 

 Inconforme con dicha determinación, la apelante acudió ante 

nosotros mediante el recurso de apelación de epígrafe, en el cual le 

imputó al TPI la comisión del siguiente error: 

PRIMER ERROR: Erró el [TPI] al no hacer extensiva a 

Correctional la paralización de los procedimientos y 
determinar continuar los procedimientos sin el 
[Estado], que resulta una parte indispensable. 

 

II. 

El 3 de mayo de 2017, la Junta de Supervisión Fiscal en 

representación del Gobierno de Puerto Rico presentó una petición 

de quiebras ante la Corte de Distrito de Estados Unidos para el 

Distrito de Puerto Rico al amparo de la Sección 301(a) del Título III 

de PROMESA.  La referida Sección de la Ley PROMESA incorporó las 

Secciones 362(a)(1) y 922(a)(1) del Código de Quiebras Federal, 11 

USC secs. 362(a)(1) y 922(a)(1), lo que incluyó la aplicación de la 

paralización automática de los pleitos que se ventilan contra un 

deudor en el momento que se radica la petición de quiebra. 

El propósito fundamental de todo procedimiento de quiebra es 

que el deudor tenga la oportunidad de comenzar nuevamente su 

vida económica, mientras se protegen los intereses de los acreedores 

al distribuirse entre estos los activos del deudor.  Una vez iniciado 

el proceso, el deudor recibe una de las protecciones más básicas 

contenidas en la Ley: la paralización automática (“automatic stay”).  

Ésta impide, entre otras cosas, el comienzo o la continuación de 

cualquier proceso judicial, administrativo o de otra índole que fue o 

pudo haber sido interpuesto en contra del deudor, o para ejercitar 

cualquier acción cuyo derecho nació antes de que se iniciara la 

petición de quiebras. 11 USC sec. 362.  Sus efectos se manifiestan 

desde que se presenta la petición de quiebras hasta que recae la 

sentencia final; y no se requiere una notificación formal para que 
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surta efecto.  La paralización provoca, también, que los tribunales 

estatales queden privados de jurisdicción automáticamente.  

Incluso, es tan abarcadora, que paraliza litigios que tienen poco o 

nada que ver con la situación financiera del deudor. Marrero Rosado 

v. Marrero Rosado, 178 DPR 476, 490-491 (2010). 

Como norma general, la protección que provee la paralización 

automática únicamente aplica a procedimientos contra el deudor 

que está acogido a la quiebra, mas no contra codeudores solidarios. 

Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, 186 DPR 239, 256-259 (2012).  

Sin embargo, en circunstancias excepcionales, un tribunal, 

conforme la Sección 362 del Código Federal de Quiebras, supra, 

puede paralizar procedimientos en contra de codeudores no 

amparados por la quiebra.  Estas circunstancias excepcionales 

ocurren cuando:  

“[...]. Existe tal identidad entre el deudor y el 
tercero demandado de manera que podría decirse 

que el deudor es la parte demandada real y que 
una sentencia contra el tercero demandado 
constituirá, en efecto, una sentencia o resolución 

contra el deudor”… o cuando los procedimientos 
contra los codemandados no deudores puedan 
reducir o minimizar “la propiedad del deudor 

[como el fondo de seguro del deudor] en perjuicio 
de los acreedores del mismo como conjunto”. 

Peerless Oil v. Hnos. Torres Pérez, supra, pág. 258, 
citando a Credit Alliance Corp. v. Williams, 851 

F.2d 119, 121 (4to Cir. 1998), que a su vez citó a 
A.H. Robins Co., Inc. v. Piccinin, 788 F.2d 994, 999 
(4th Cir.1986). (Traducción en el original.) 

 

Ello así, los tribunales deben considerar los siguientes 

factores al momento de evaluar si procede la paralización de una 

acción en cuanto a todas las partes: (1) si la paralización ocasionaría 

un perjuicio indebido o constituiría una clara desventaja táctica 

para la parte que no la ha solicitado; (2) si el denegar la paralización 

creará un caso claro de privación o inequidad para la parte que la 

solicita; (3) si paralizar el caso simplificaría las controversias y el 

juicio; y (4) si la etapa de descubrimiento de prueba se completó o 
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si el juicio ya fue calendarizado. Akishev v. Kapustin, 23 F.Supp. 3d 

440, 446 (D.N.J. May 28, 2014).      

Por otro lado, en la jurisprudencia federal se han reconocido 

las siguientes excepciones para aplicar la paralización a todos los 

demandados: (1) “There is such identity between the debtor and the 

third-party defendant that the debtor may be said to be real party 

defendant and that judgment against the third-party defendant will 

in effect be a judgment or finding against the debtor.” United States 

v. Dos Cabezas, 995 F.2d 1486 (1993); (2) “Extending the stay 

against codefendants contributes to the debtor’s efforts of 

rehabilitation.” Íd.; (3) “If the debtor is an indispensable party, 

protected by the stay from involvement in the litigation, the litigation 

cannot proceed in his absence and therefore must be stayed as 

against the third party.” In re: Kyle W. Lennington, 286 B.R. 672; y 

(4) “Where the relief sought against the third party would result in 

harm to the debtor.” Trimec, Inc., v. Zale Corporation, 150 B.R. 685 

(1993). 

En lo pertinente al caso que nos ocupa, la cuarta excepción 

antes mencionada contempla la paralización cuando el remedio que 

se insta contra una tercera parte resultaría en daño contra el 

deudor.  Además, la tercera excepción reconoce que un proceso 

judicial con multiplicidad de partes puede ser paralizado 

completamente si el deudor protegido es una parte indispensable en 

dicho pleito.  Por su parte, el Tribunal Supremo ha expresado que 

la parte indispensable es aquella cuyos derechos e intereses podrían 

quedar destruidos o inevitablemente afectados por una sentencia 

dictada mientras esta se encuentra ausente del litigio. Pérez Rosa v. 

Morales Rosado, 172 DPR 216, 222 (2007). 

En este caso, el señor Ortiz presentó una Demanda contra el 

Gobierno, Corrección y la apelante, por los daños sufridos como 

consecuencia del tratamiento médico brindado. Podemos colegir que 
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se les imputa responsabilidad solidaria tanto al Gobierno, como a 

Corrección y a la apelante por los alegados daños y perjuicios 

sufridos.  De sostenerse la determinación del TPI, el pleito 

continuaría contra la apelante quien, en su día, podría presentar en 

su defensa alegaciones comunes y vinculantes al Gobierno, así como 

defensas contrarias a sus intereses.  Ello colocaría al Gobierno en 

un estado de indefensión. 

De otra parte, si el señor Ortiz obtuviera una sentencia 

favorable contra la apelante, el Gobierno se expondría a ser 

responsable del pago de dicha sentencia de determinarse la 

solidaridad entre los codemandados.  Ello, por su parte, conllevaría 

la erogación de fondos públicos, lo cual está actualmente prohibido 

por la petición de quiebras.  Ante estas circunstancias, concluimos 

que el Gobierno es una parte indispensable en el pleito, pues sus 

derechos e intereses se verían afectados por la continuación de los 

procedimientos contra la apelante.  Por tanto, cualquier 

determinación que no lo incluya como parte sería nula. 

III. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Sentencia 

Parcial apelada.  Se devuelve el caso al TPI para que dicte Sentencia 

ordenando el archivo administrativo de la totalidad del pleito, 

incluyendo la reclamación presentada contra la apelante, hasta 

tanto se certifique que la paralización ha sido levantada ya sea a 

solicitud de parte o por la conclusión del procedimiento de quiebra. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


